
El cortejo avanzó desde Qui-
licura hasta el cementerio
Parque Santiago, en Huechu-
raba, en horario punta, a las
nueve de la mañana. 

Un Maserati adaptado como
carroza fúnebre, siendo escolta-
da por un fuerte contingente de
Carabineros, es solo una de las
imágenes que dejó el funeral de
Carlos Acevedo, alias “el guatón
Mutema”, conocido traficante de
la Villa Pucará de Quilicura,
quien fue asesinado el domingo
27 de abril. Su deceso —debido a
su historia criminal y las circuns-
tancias en que ocurrió, a tiros y
en plena calle— activó un proto-
colo policial que duró hasta el
miércoles 30 del mismo mes.

Durante los días posteriores a
la muerte del narco, se temían
posibles represalias y hechos de
violencia, tanto así que el funeral
fue calificado como de “extremo
riesgo” por la institución unifor-
mada, lo que activó un fuerte
dispositivo de seguridad que,
desde distintos sectores, hizo
que los cuestionamientos no tar-
daran: algunos lectores de este
medio se sorprendieron, porque
se transmitió en vivo por televi-
sión; otros, por los recursos gas-
tados en este tipo de eventos. 

Sin embargo, los funerales de
este tipo cambiarán cuando co-
mience a operar la nueva Ley de
Funerales de Riesgo, normativa
que fue aprobada en septiembre
de 2024 y cuyo reglamento fue
publicado este 28 de marzo. Es
decir, entrará en vigencia el pró-
ximo 28 de mayo.

“De haber estado vigente la
Ley de Funerales de Alto Riesgo,
el funeral de Carlos Acevedo,
conocido como el ‘Guatón Mu-
tema’, habría tenido diferencias
relevantes”, afirma Fiorella Ro-
manini, investigadora de Liber-
tad y Desarrollo. 

n Restricción temporal a
velorio y funeral

Primero, la nueva legislación
no habría permitido que el velo-
rio y funeral de “Mutema” se
hubiera realizado en tres días.
Estos, comenta la experta, se ha-
brían realizado “en un máximo
de 24 horas, tras resolución fun-
dada del delegado presidencial
regional, basada en un informe
técnico de Carabineros”. 

Francisca Werth, exdirectora
ejecutiva de la Fiscalía Nacional,
a su vez, comenta que esta ley
“busca evitar los velorios exten-
didos, como suelen ser en estos
casos, y restringe el lugar en que
se van a realizar”. Y, en ese senti-
do, recuerda que velorios de este
tipo han llegado a extenderse in-
cluso hasta por una semana. 

“Las 24 horas son desde la no-
tificación que hace el delegado

de que el funeral es de alto ries-
go”, agrega, y el artículo 5 de la
ley establece que en dicho plazo
“se deberá llevar a cabo la totali-
dad del proceso funerario, lo que
comprende la inscripción de la
defunción en el Servicio de Re-
gistro Civil e Identificación y el
traslado del fallecido directa-
mente hasta el lugar donde se
realizará la sepultación o crema-
ción, ya sea desde el lugar del de-
ceso o desde el Servicio Médico
Legal, según corresponda”.

Romanini complementa :
“(Esto) será sin detenerse en ve-
lorios prolongados o desplaza-

mientos extensos. Además, la
autoridad habría podido decla-
rar el funeral como de riesgo, ac-
tivando un protocolo coordina-
do con Carabineros y otras insti-
tuciones, como la Policía de In-
vestigaciones y Gendarmería”.

n El “recorrido” lo define
Carabineros

El segundo aspecto de rele-
vancia de la nueva ley, según
Werth, consiste en que es Cara-
bineros el que, “una vez decreta-
do que se trata de un funeral de
alto riesgo por el delegado presi-
dencial”, contará con amplias

atribuciones respecto del trayec-
to al cementerio y horarios”. Por
ejemplo, el inicio del cortejo fú-
nebre de Carlos Acevedo co-
menzó cerca de las 9:00 horas de
la mañana de aquel miércoles 30
de abril. “En vez de haber sido
en horario punta y por donde los
deudos hubiesen querido transi-
tar, ello hubiese quedado a lo
que Carabineros dijera”, apunta. 

n Endurece reproche penal
para delitos en ese contexto

Otro de los problemas que ro-
dean los narcofunerales tiene
que ver con la comisión de deli-

tos secundarios en el entorno.
Por eso, explica Romanini, “la
ley, que entra en vigencia el 28
de mayo, también endurece las
sanciones penales: si durante la
ceremonia, en el cortejo o en las
inmediaciones del cementerio
—definidas como 1.000 metros
a la redonda—, se cometen deli-
tos como homicidios, lesiones,
robos, infracciones a la ley de ar-
mas, uso de explosivos o tráfico
de drogas, estos serán castigados
con la pena correspondiente ex-
cluyendo el grado mínimo o el
mínimo legal, si se trata de penas
indivisibles”.

La misma investigadora de
LyD entrega un ejemplo de esto:
“El artículo 4 de la Ley 20.000
sanciona la posesión, guarde y
porte de pequeñas cantidades de
drogas estupefacientes o psico-
trópicas. El marco penal para di-
cho delito va de presidio menor
en sus grados medio a máximo,
es decir, de 541 días a 5 años. En
este caso, se excluye el límite in-
ferior de 541 días”.

n Se evitaría “parafernalia
delictual”

Respecto de la legislación, Jor-
ge Burgos, exministro del Inte-

rior, plantea que es “correcto
que los poderes colegisladores
hayan establecido un procedi-
miento rápido y riguroso para
dar sepultura a maleantes vincu-
lados al narco”. 

Además, dice, “eso evitará la
parafernalia delictual con que se
los ‘despide’ y la consecuencia
que los agentes del Estado deban
intervenir con gente y recursos
para evitar males mayores”.

Mientras que Aldo Vidal, co-
ronel ( r ) de Carabineros y
miembro de Aseva, cree que el
hecho de que “el Estado tenga
que regular funerales, finalmen-
te, es el resultado de una diná-
mica que se ha generado en Chi-
le por el riesgo que esto deman-
da. O sea, el Estado tiene una
responsabilidad con la seguri-
dad en el país y eso es evidente,
pero, por sobre eso, hay instan-
cias y dinámicas que, de una u
otra manera, los gobiernos de
turno no han sido capaces de re-
solver”. En ese sentido, cuestio-
na que, “en el fondo, cuando es-
cala un problema de esta natura-
leza y termina en un proyecto de
ley, es porque hubo instancias
que finalmente no permitieron
resolver el problema”.

La normativa comenzará a regir a fin de mes:

Horarios y trayectos
acotados, además de
mayores penas: cómo
habría sido funeral
de “Mutema” bajo
nueva ley

E. CANDIA

Tres días transcurrieron entre el asesinato del conocido traficante de la Villa Pucará y su sepultura, con un
fuerte contingente policial custodiando los movimientos de familiares y amigos. 

‘‘Cuando escala un
problema de esta
naturaleza y termina en
un proyecto de ley, es
porque hubo instancias
que finalmente no
permitieron resolver el
problema”. 
.............................................................

ALDO VIDAL
CORONEL (R) DE CARABINEROS

‘‘(El funeral se
habría realizado) en
un máximo de 24
horas, tras resolución
fundada del delegado
presidencial regional,
basada en un informe
técnico de Carabineros”. 
.............................................................

FIORELLA ROMANINI
INVESTIGADORA DE LYD

‘‘(La nueva ley)
busca evitar los
velorios extendidos,
como suelen ser en
estos casos, y restringe
el lugar en que se van
a realizar (el velorio
y funeral)”.
.........................................................

FRANCISCA WERTH
EXDIRECTORA EJECUTIVA DEL
MINISTERIO PÚBLICO

Hace prácticamente un mes
que el Consejo de Defensa del
Estado (CDE) —a diferencia de
otros intervinientes— tiene ac-
ceso a los antecedentes reunidos
en el expediente de una de las in-
vestigaciones del caso Conve-
nios, aquella que se dirige contra
los representantes de la funda-
ción ProCultura y que ha signifi-
cado también diligencias respec-
to de autoridades de Gobierno,
como el exjefe de asesores de La
Moneda Miguel Crispi, cuando
todavía se desempeñaba en ese
cargo.

Esta semana y tras su análisis,
el organismo espera resolver si
ampliará o no la querella presen-
tada en el marco de esta indaga-
toria por nuevos hechos, mien-
tras que ayer se esperaba que de-
fensas y querellantes también
recibieran copia del expediente.

La Fiscalía Regional de Co-
quimbo investiga a esta funda-
ción por un presunto fraude al
fisco relacionado con convenios
en cinco regiones del país, por
casi $6 mil millones. Sin embar-
go, un primer libelo del mismo
CDE, interpuesto en febrero de
2024, solo contemplaba even-
tuales irregularidades respecto
de algo más de $500 millones.

Además, ahora, el consejo
debe incorporar en su análisis
las posibles responsabilidades
de autoridades de Gobierno en
el traspaso de estos fondos y, en
ese contexto, son varios los go-
bernadores que están en la mira
de la fiscalía, así como el rol que
pudieron tener autoridades a

nivel central, en La Moneda. De
hecho, esas fueron las pesqui-
sas que fundaron la solicitud de
escuchas respecto de Crispi,
misma medida intrusiva que se
habría requerido en relación
con el Presidente de la Repúbli-
ca, Gabriel Boric.

Las primeras definiciones del
organismo de defensa estatal las
recoge la querella que presenta-
ron en este caso en febrero de
2024 por el delito de apropia-
ción indebida. Sin embargo, co-

mentan al interior de la entidad
que no contaban, en ese momen-
to, con todos los antecedentes
que ahora remitió el Ministerio
Público. 

Entre otras cosas, en esa ac-
ción se consignaba que se habían
identificado “incumplimientos
de carácter grave y/o reiterados,
tanto en el avance físico como en
la rendición financiera de las ini-
ciativas, que conllevaron a que
la Seremi Minvu procediera a
ponerles término anticipado”.

Fiscalía definirá en los próximos días formalizaciones

Contratos por casi $6 mil
millones: CDE acelera revisión
de antecedentes de ProCultura
con miras a querella

El tema será discutido esta semana en el comité penal del
organismo de defensa estatal.
LORENA CRUZAT 

La fundación es una de las entidades investigadas en el denomi-
nado caso Convenios. En la imagen, una incautación en el Servicio de
Vivienda y Urbanismo de Valparaíso a fines de 2023. 

“(Se identificaron) incumplimientos de
carácter grave y/o reiterados, tanto en el
avance físico como en la rendición
financiera de las iniciativas, que conllevaron
a que la Seremi Minvu procediera a ponerles
término anticipado”.

EXTRACTO DE PRIMERA QUERELLA DEL CDE EN EL CASO

“Se fija audiencia de procedi-
miento abreviado, para el día 22
de mayo de 2025, a las 11:00 ho-
ras”, se lee en una breve resolu-
ción del 4° Juzgado
de Garantía de San-
tiago. Es en repues-
ta a un escrito ingre-
sado por el fiscal
Francisco Jacir, de la
jurisdicción metro-
pol i tana Centro
Norte, quien parti-
cipa de la investigación del deno-
minado caso Vitacura.

El persecutor había informado
al tribunal que, “previo acuerdo
con la defensa”, se había decidido
cerrar las indagatorias respecto
de dos contadores involucrados
en el caso, Augusto Silva y Arnal-
do Cañas, mediante un procedi-
miento abreviado. Es decir, bajo
una fórmula distinta del juicio

oral que, generalmente, permite
a los acusados —quienes deben
reconocer los hechos que se les
imputan— cumplir las penas
que se les imponen en libertad, y
estas suelen ser menores que las

que arriesgarían en
un juicio oral.

En ambos casos,
la fiscalía considera-
ría que colaboraron
con la investigación
que se instruye por
un eventual fraude
al fisco, entre otros

delitos, que se habría dado bajo la
administración del exalcalde
Raúl Torrealba. 

Cuando se formalizó el caso, a
mediados de 2023, la fiscalía
planteó que la participación de
los excontadores de algunos
programas Vita, Augusto Silva
y Arnaldo Cañas, fue la de emi-
tir cheques y hacer retiros o
transferencias de dinero, por

instrucción del exjefe de finan-
zas de las corporaciones “Vita”
Domingo Prieto, Renato Sepúl-
veda, exdirector de Desarrollo
Comunitario (2008-2010 y
2014-2018), o la exdirectora su-
brogante del mismo departa-
mento, Antonia Larraín.

A Sepúlveda, como a los con-
tadores, los investigadores le
ofrecieron también un procedi-
miento abreviado. El tribunal lo
condenó a cinco años de libertad
vigilada y una multa de cerca de
$40 millones. 

Según los antecedentes reuni-
dos en la indagatoria, los imputa-
d o s h a b r í a n s u s t r a í d o
$766.790.886, provenientes de
subvenciones municipales e in-
gresos por concesiones de espa-
cios publicitarios y una piscina a
las corporaciones Vitaemprende,
Vitadeportes o del Consejo Local
de Deportes. Esto, a través de di-
versos mecanismos.

Fórmula permite, en general, cumplir pena en libertad:

Fiscalía acuerda con defensa 
de contadores de caso Vitacura
salida distinta a juicio oral

Se trata de Augusto Silva y Arnaldo Cañas, a quienes se les
reconocería colaboración con la investigación. No serían los
primeros; el año pasado, otro de los imputados también accedió
a un procedimiento abreviado. 

A. CH. 

AUDIENCIA
La audiencia para los

contadores será en dos
semanas, el próximo 22

de mayo. 

FORMALIZACIÓN.— Esta causa se formalizó hace prácticamente dos años, a mediados de 2023. 
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